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MEMORIA NORMATIVA DEL ANTEPROYECTO DE LEY FORAL DE ÁREAS DE 
PROMOCIÓN ECONÓMICA DE LA COMUNIDAD FORAL DE NAVARRA 
 
 

 El procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general se 
encuentra regulado, con carácter básico, en los preceptos del título VI de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. Así, conforme a lo previsto en el artículo 127 de la citada 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, la iniciativa legislativa se ejercerá por los órganos de 
gobierno de las Comunidades Autónomas en los términos establecidos por la 
Constitución y sus respectivos Estatutos de Autonomía. 

 En relación con lo anterior el artículo 51 de la Ley Foral 14/2004, de 3 de 
diciembre, del Gobierno de Navarra y de su Presidenta o Presidente, señala que el 
Gobierno de Navarra ejerce la iniciativa legislativa prevista en el artículo 19 de la Ley 
Orgánica 13/1982, de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra, 
mediante la elaboración, aprobación y remisión posterior de los proyectos de Ley Foral 
al Parlamento de Navarra. 

 Continúa el artículo citado señalando que la aprobación de los anteproyectos de 
ley foral corresponde al Gobierno de Navarra a propuesta de la Consejera o 
Consejero, o Consejeras y Consejeros competentes y que una vez aprobado el 
proyecto de Ley Foral, el Gobierno de Navarra acordará su remisión al Parlamento de 
Navarra, junto con la documentación anexa y los antecedentes necesarios para poder 
pronunciarse sobre el mismo, que se ajustarán a lo establecido en la Ley Foral de la 
Administración de la Comunidad Foral de Navarra y del Sector Público Institucional 
Foral. 

 Además, el artículo 129 de la Ley Foral 11/2019, de 11 de marzo, de la 
Administración de la Comunidad Foral de Navarra y del Sector Público Institucional 
Foral, señala que el Gobierno de Navarra ejercerá la iniciativa legislativa y es el titular 
de la potestad reglamentaria de conformidad con lo establecido en la Ley Orgánica 
13/1982, de 10 de agosto, de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de 
Navarra y en el resto del ordenamiento Jurídico. 

 El artículo 132 de la misma indica que el procedimiento de elaboración se inicia 
en el Departamento competente por razón de la materia mediante la redacción del 
texto de la propuesta de disposición.  

 Mediante Orden Foral 23E/2019, de 11 de marzo, del Consejero del 
Departamento de Desarrollo Económico, se acordó la iniciación del procedimiento para 
la elaboración de un anteproyecto de la Ley Foral de Áreas de Promoción Económica 
de la Comunidad Foral de Navarra. 
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 En la misma se designó al Servicio de Ordenación y Fomento del Turismo y del 
Comercio de la Dirección General de Turismo, Comercio y Consumo del 
Departamento de Desarrollo Económico y Empresarial, como órgano encargado de su 
elaboración y tramitación. 

 Además, el apartado 3 de dicho artículo 132 de la Ley Foral 11/2019, de 11 de 
marzo, señala que el proyecto se acompañará de una serie de documentos en los que 
se justificarán, entre otros aspectos, el marco normativo en el que se encuadra la 
propuesta, su adecuación al ordenamiento jurídico o el listado de las normas que 
quedan derogadas. 

 El objetivo de esta memoria es dar cumplimiento a la previsión legal y a las 
instrucciones aprobadas por el Gobierno de Navarra. 

 

 

I. ANTECEDENTES NORMATIVOS 
 

 La competencia en materia de comercio viene amparada por el artículo 148.1.13 
de la Constitución Española que dispone que las Comunidades Autónomas podrán 
asumir competencias en materia de promoción del desarrollo económico de la 
Comunidad Autónoma dentro de los objetivos marcados por la política económica 
nacional. 

 El artículo 56.1.d) de Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto, de Reintegración y 
Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra, en adelante LORAFNA, otorga a la 
Comunidad Foral de Navarra, de acuerdo con las bases y la ordenación de la actividad 
económica general y de la política monetaria, crediticia, bancaria y de seguros del 
Estado, la competencia exclusiva en materia de comercio interior, competencia cuyo 
ejercicio se le atribuye al Departamento de Desarrollo Económico y Empresarial a 
tenor de lo dispuesto en el Decreto Foral 265/2019, de 30 de octubre, por el que se 
establece la estructura orgánica del mismo. 

 La Comunidad Foral de Navarra tiene atribuidas competencias exclusivas para el 
«fomento del desarrollo económico dentro de Navarra», así como en materia de 
comercio interior y de industria, en virtud de las previsiones contempladas en las letras 
a), b) y d) del párrafo 1º  del  artículo  56  de  la  Ley  Orgánica 13/1982, de  10  de  
agosto,  de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra. Igualmente 
Navarra tiene competencia exclusiva en materia de promoción y ordenación del 
turismo, en virtud del artículo 44.13 de la citada Ley Orgánica 13/1982, de 10 de 
agosto.  
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 La LORAFNA, en su Disposición Transitoria Cuarta, prevé que la transferencia a 
la Comunidad Foral de Navarra de las facultades y competencias que conforme a la 
misma le competen, se realizara previo acuerdo con la Diputación Foral por el 
Gobierno de la Nación y se promulgara mediante Real Decreto. 

 Mediante Real Decreto 1127/1985, de 19 de junio, se materializó el traspaso de 
funciones y servicios del Estado a la Comunidad Foral de Navarra en materia de 
comercio. 

 La ordenación jurídica del comercio en Navarra se limitó principalmente, hasta la 
promulgación de la actual Ley Foral 17/2001, de 12 de julio, reguladora del Comercio 
en Navarra, a los aspectos de desarrollo reglamentario, con la salvedad de la Ley 
Foral 13/1989, de 3 de julio, de comercio no sedentario, que regula este tipo de 
comercio en el ámbito de la Comunidad Foral de Navarra.  

 Otras leyes posteriores que regulan aspectos del comercio son la Ley Foral 
7/2013, de 25 de febrero, sobre utilización de residuos alimenticios; la Ley Foral 
17/2015, de 10 de abril, de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de 
Navarra; y la Ley Foral 18/2020, de 16 de diciembre, sobre medidas a favor del arraigo 
empresarial y contra la deslocalización empresarial.  

 El desarrollo reglamentario alcanza a algunos aspectos organizativos, por 
ejemplo, el Decreto Foral 57/2019, de 15 de mayo, sobre Consejo de Comercio de 
Navarra, o el Decreto Foral 143/2005, de 12 de diciembre, por el que se regula la 
apertura de los establecimientos comerciales en domingos y días festivos.  

 Con fecha de 12 de julio de 2001 se aprobó la Ley Foral de Comercio en Navarra, 
teniendo por objeto la regulación del sector comercial de la Comunidad Foral de 
Navarra, estableciendo sus fines y principios, determinando las actuaciones de las 
Administraciones Públicas de Navarra para la regulación del comercio minorista en la 
Comunidad Foral de Navarra a fin de mejorar y modernizar las estructuras comerciales 
y normalizar determinadas actividades promocionales de ventas.  

 La Ley Foral del Comercio en Navarra fue, en el año 2010, objeto de modificación 
por la Ley Foral 6/2010, de 6 de abril, por la que se revisaron diversas Leyes Forales, 
para su adaptación a la Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, 
entró en vigor el 28 de diciembre de 2006, y es relativa a los servicios en el mercado 
interior. Tiene por objeto "alcanzar un auténtico mercado único de servicios a través de 
la eliminación de aquellas barreras legales y administrativas que actualmente limitan el 
desarrollo de actividades de servicios entre Estados miembros de la UE". 

 De nuevo, por Decreto Foral 1/2012, de 21 de noviembre, y más tarde por la Ley 
Foral 15/2013, de 17 de abril, fue modificada la Ley Foral de Comercio en orden a 
establecer los horarios en días laborales y en domingos y festivos. Asimismo, el 
Observatorio Navarro Asesor de comercio minorista pasa a llamarse Consejo de 
Comercio de Navarra. 
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 Por ello, los principios rectores que tutelan esta Ley Foral se orientan a una 
armonización de los intereses económicos y urbanísticos a fin de evitar menoscabos 
en el sector tradicional evitando situaciones de dominio de mercado pero potenciando, 
a su vez, nuevas formas de gestión, administración, venta y servicio sin olvidar, por 
supuesto, el debido respeto a la libertad de empresa y el debido amparo de los 
intereses económicos de los consumidores y usuarios ante la observación de 
determinadas obligaciones de los comerciantes minoristas. 

 
 

II. MARCO NORMATIVO INTERNACIONAL PRECURSOR 
 

 En otros países se han implantado estrategias de colaboración público-privada 
para gestionar y financiar entidades que actúan en entornos en los que se desarrollan 
actividades económicas y que han puesto el acento en el objetivo revitalizador. El 
Anteproyecto de Ley Foral se inspira en este modelo internacional alternativo, 
denominado Business Improvement District (BID), desarrollado desde hace ya casi 
cinco décadas en diversos países del mundo. 

 
1. El modelo de referencia: Los Business Improvement Districts 

 Los BID pueden ser definidos como distritos o zonas geográficas, permitidos por 
la legislación estatal, autorizados por los gobiernos locales, que se promueven y 
gestionan por los empresarios o los propietarios de los locales de negocio mediante 
fórmulas de autofinanciación, con el objeto de ofrecer servicios públicos en las áreas 
en que actúan. Para entender este modelo es imprescindible tener en cuenta que son 
los propios propietarios o empresarios de una zona geográfica delimitada los que, tras 
una votación, acuerdan por mayoría dotarse de un nivel extra de servicios públicos 
gracias al pago obligatorio de un recargo impositivo o de una cuota por parte de todos 
los propietarios y/o empresarios ubicados en la zona. Entre los ejemplos de los 
servicios que pueden ser prestados destacan la limpieza adicional, seguridad 
suplementaria o la realización de marketing y eventos. 

 El modelo surgió como una iniciativa del sector privado para revitalizar los centros 
urbanos y combatir la descentralización. A mediados de los sesenta, un pequeño 
grupo de empresarios en Toronto (Canadá) intentaron solventar el problema que 
generaban los denominados free-riders («libres de carga»), es decir, los miembros del 
colectivo que, sin cooperar económicamente en su financiación, se beneficiaban de las 
actividades y mejoras que la asociación llevaba a cabo gracias a las aportaciones 
voluntarias de sus miembros. Para evitar la presencia de estos «polizones», 
exploraron la posibilidad de crear una entidad autónoma, gestionada privadamente, 
con la capacidad de imponer el pago de una contribución especial a todos los 
propietarios comerciales del distrito para financiar las iniciativas locales de 
revitalización. A tal efecto, era necesario elaborar una legislación habilitante y así lo 
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hizo la provincia de Ontario en 1969 y, poco después, el Ayuntamiento de la ciudad de 
Toronto aprobó la Ordenanza Municipal No. 170-70 que permitió que el primer BID del 
mundo, el Bloor West Village, pudiera constituirse legalmente.  

 Del éxito inicial del modelo y las ventajas que reportaba se derivó su expansión, 
primero por el resto de Canadá a principios de los años 70 y, posteriormente, por 
Estados Unidos a mediados de esta década y, sobre todo, en los 80. Hoy se estima 
que hay entre 1000 y 2000 BID en Estados Unidos. Sólo en la ciudad de Nueva York 
hay en la actualidad 76 BID. A partir de entonces, los BID se trasladaron fuera de 
Norteamérica, expandiéndose por todo el mundo: desde Australia hasta Japón, 
pasando por multitud de países europeos como Alemania, Países Bajos, Irlanda, 
Suecia o Reino Unido. 

 En Europa, los BID se importan por primera vez a Reino Unido, con la aprobación 
de la Local Government Act de 2003 (aplicable en Inglaterra y Gales) y su 
consiguiente desarrollo legislativo aprobado en 2004 y 2005, respectivamente; con 
posterioridad, fue aprobada la Planning etc. Act 2006 (para Escocia) y, finalmente, la 
Business Improvement Districts Act 2013, para Irlanda del Norte. En la actualidad hay 
cerca de 300 BID en funcionamiento en el Reino Unido, no sólo en grandes ciudades 
(más de 50 en Londres), sino también en ciudades de menor tamaño y áreas rurales. 

 En Alemania, fue la ciudad-estado de Hamburgo la pionera en aprobar una 
normativa específica sobre BID en diciembre de 2004. Poco después, los dos primeros 
BID de Hamburgo (BID Sachsentor y BID Neuer Wall) entraron en funcionamiento. En 
enero de 2007, se introdujo un nuevo párrafo en el Código Federal de Urbanismo 
(Baugesetzbuch-§171f BauGB), bajo la denominación “iniciativas privadas en el 
desarrollo urbano” (Private Initiativen zur Stadtentwicklung). Sobre la base de este 
precepto, los dieciséis Länder alemanes pueden aprobar leyes específicas para 
promover iniciativas privadas dirigidas al desarrollo y regeneración de determinadas 
áreas urbanas. Hasta ahora, diez de ellos lo han hecho ya; un total de 30 BID están 
funcionando en Alemania y cerca de 100 están en proceso de constitución. 

 

2. Proceso de constitución, forma de financiación y actividades que desarrollan 

 Aunque el modelo varía de un país a otro, los BID son habitualmente creados por 
designación municipal de conformidad con la autoridad que para ello les confiere la 
legislación habilitante en el nivel estatal. En Estados Unidos, el impulso para su 
creación proviene normalmente de los propietarios o empresarios de la zona, que, 
además, determinan las fronteras del distrito y desarrollan su plan de financiación y de 
actuaciones. En la mayoría de las leyes estatales se establece un procedimiento en 
dos pasos para la creación de un BID. En primer lugar, ha de celebrarse una votación 
entre los interesados (propietarios y comerciantes o empresarios) que autorice la 
formación de un BID en el área. Y, en segundo término, el gobierno local tiene que 
aprobar una ordenanza (legislación local) mediante la que se constituye formalmente 
el BID y se establecen sus fronteras, funciones, presupuesto y modo de financiación. 
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 En el Reino Unido, los BID deben superar un «doble test» en una votación en la 
que cada empresario obligado a pagar el gravamen (levy en la legislación británica) en 
el área designada tiene derecho a voto. Primero, la propuesta de BID tiene que recibir 
el voto afirmativo de la mayoría de votantes. Y, segundo, el valor del alquiler de los 
locales de negocios (rateable value) de los empresarios que votaron a favor debe ser 
más elevado que el de aquellos que votaron en contra. 

 En Alemania, son los propietarios quienes deciden: ellos pagan y ellos votan. De 
acuerdo con la legislación de Hamburgo (GSED) la propuesta inicial de BID necesita 
ser respaldada por tan solo un 15% de los propietarios del área prevista, que 
representen al menos un 15% de la superficie total de todas las propiedades del área. 
Una vez que el «business plan» -plan de funcionamiento y financiación del BID- es 
aceptado por la Administración pública, la solicitud se somete a información pública 
durante un mes y se celebra entonces una votación entre todos los propietarios de la 
zona, que contempla un derecho a veto. Si los propietarios afectados que 
explícitamente rechazan la propuesta representan menos de un tercio del total, el BID 
será públicamente aprobado (mediante la intervención de la Administración pública) y 
todos los propietarios incluidos dentro de los límites del BID estarán obligados a pagar 
un gravamen adicional basado en el valor de sus propiedades. 

 En cuanto al régimen de financiación, todos los Estados que han regulado los 
BID establecen la obligación de satisfacer una contribución a su financiación, y que ha 
sido previamente aceptada en la votación correspondiente por aquellos que deberán 
pagarla. En Estados Unidos, la fórmula empleada recibe el nombre de «assessment» 
o «BID fee» y se configura legalmente como un tributo que los propietarios pagan para 
financiar únicamente las actividades que desarrolla el BID. Como regla general el 
importe de este tributo supone entre un 8 y un 10% de la cantidad total que se debe 
satisfacer por los impuestos que gravan la propiedad inmobiliaria («real estate tax 
charge»).  

 En Toronto, el sistema de financiación se basa en la autonomía de cada Business 
Improvement Area (BIA) para determinar cuál es la cantidad que cada año quiere 
invertir en la mejora y promoción de la zona. Una vez determinado el presupuesto 
anual por el Board of Management del BIA y aprobado posteriormente por el 
Ayuntamiento, cada miembro del BIA está obligado a pagar una parte del presupuesto 
anual de la organización, que se calcula de manera proporcional en relación con el 
importe global del impuesto sobre la propiedad de la totalidad del BIA. 
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 En el Reino Unido, la diferencia más importante en relación con el modelo 
norteamericano, son los empresarios (los arrendatarios de los locales de negocios) 
quienes están obligados a realizar una contribución obligatoria que denominan «levy», 
que es recaudada por las autoridades locales como un recargo sobre los impuestos 
que pagan anualmente. El tipo del recargo impositivo es determinado por cada BID y lo 
habitual es que no supere el 1% del «rateable value». Las cantidades recaudadas a 
través del recargo impositivo oscilan entre 22.400 libras de London New Addington y 
2,814.000 libras de London New West End Company (BritishBIDs, 2016). 

 En Alemania, los propietarios de la zona están obligados a pagar un tributo 
especial (Sonderabgabe) que se calcula a partir de dos parámetros: el presupuesto del 
BID y el equivalente al valor catastral de los inmuebles gravados, sin que pueda 
exceder del 10% del valor inicial de la propiedad. La recaudación de los tributos es 
realizada por la Administración tributaria del Land, que tras detraer la cantidad 
correspondiente en concepto de gastos de gestión del tributo, transfiere el montante 
restante a la organización que gestiona el BID.  

 Con carácter general, en todos los modelos comparados, las cuotas económicas 
pagadas por los miembros del BID son recaudadas junto con los impuestos locales por 
las autoridades municipales y, después, son transferidas al órgano de gobierno del 
BID para que las destine al ejercicio de actividades o prestación de servicios en 
beneficio de la organización. 

 Aunque las actividades desarrolladas por los BID varían significativamente de 
unos a otros, tienden a centrarse en: a) La limpieza y mantenimiento del espacio 
público, proporcionando servicios básicos y mejorando la apariencia del paisaje 
urbano (limpieza y mantenimiento de las calles, retirada de graffitis, recogida de 
basuras, pavimentación de aceras, señalización e iluminación, instalación de bancos, 
papeleras, árboles, flores, etc.); b) La seguridad de los espacios públicos y de los 
negocios (mediante la contratación de personal de seguridad privada y la instalación 
de cámaras de vigilancia para prevenir el delito y conseguir que empresarios, 
trabajadores y consumidores del área se sientan más seguros); y c) El marketing o 
promoción económica del área del BID y la organización de eventos para competir con 
otras áreas dentro y fuera de la ciudad. Algunos de los BID más ambiciosos han 
tratado de resolver problemas de aparcamiento o de tráfico, o incluso con la 
problemática de los usos urbanísticos, el transporte, servicios sociales para los sin 
techo. 

 En todo caso, los BID no se dirigen a suplantar a la Administración pública en la 
prestación de servicios, ni pueden servir como justificación para que los gobiernos 
locales se retiren y se produzca una privatización de los espacios públicos. 
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 En la mayoría de los países, la vida del BID se limita a un número escaso de 
años (habitualmente cinco), pero lo cierto es que rara vez se disuelven. Por el 
contrario, los BID se renuevan periódicamente mediante procesos de reautorización, 
previstos en la legislación de cada Estado. La tasa de renovación de los BID es muy 
alta y en las segundas y sucesivas renovaciones aumentan tanto los porcentajes de 
aprobación como la participación en las votaciones. 

 

3. Razones del éxito de los BID 

 Los BID han demostrado ser un mecanismo creativo y muy eficaz de gobernanza 
urbana, capaz de articular satisfactoriamente los intereses públicos y privados en 
juego y de revitalizar comercialmente los entornos urbanos en donde se ha aplicado. 

 Su característico proceso democrático de constitución garantiza la implicación de 
los sujetos afectados. Y la clave de la efectividad de los BID es que disponen de una 
fuente de financiación suficiente y sostenida en el tiempo, que les permite mejorar la 
prestación de servicios urbanos.  

 La primera ventaja que presenta el modelo BID tiene que ver con la eficacia con 
que cumplió el objetivo que motivó su nacimiento: Todos los beneficiarios de los 
servicios adicionales están obligados por ley a contribuir.  

 En cuanto a la forma de prestación de servicios, es especialmente interesante 
destacar que los propios agentes de la zona se encuentran representados en el 
órgano de gobierno del BID, y es muy rápida la traslación de las demandas en materia 
de necesidades del distrito hacia los encargados de su satisfacción, agiliza 
enormemente este proceso. En este sentido, representan un exponente de la eficacia 
de la gestión descentralizada. 

 Los BID cumplen con las acciones que se proponen, ya que, de lo contrario, no 
obtendrían las elevadas tasas de renovación con que cuentan. Asimismo, es necesario 
mencionar las indudables mejoras económicas que logran, así como la mejora física 
en el espacio donde actúan. 

 En el Reino Unido se ha constatado que una de las mayores ventajas derivadas 
de los BID es el dinamismo que producen, lo que genera la atracción de nuevos 
recursos e inversiones en el área. De acuerdo con los datos de la organización British 
BIDs, el montante de las cantidades recaudadas por todos los BID establecidos en el 
Reino Unido en 2015 fue de 80.125.000 libras, mientras que los ingresos adicionales 
del conjunto de los BID ascendieron a 62.967.310 £. En total, en las zonas de los BID 
se invirtió ese año un total de 143.092.297 £. 
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 A pesar de algunas críticas, los BID son efectivos porque brindan financiación 
sostenible durante un período de tiempo acordado, lo que permite que el sector 
privado trabaje con las autoridades locales para ofrecer una variedad de proyectos 
destinados a mejorar el entorno comercial. Diversos estudios académicos demuestran 
que los beneficios de los BID son claros en cuatro áreas: incremento del número de 
ventas, descenso del número de locales vacíos, impacto positivo en el valor de la 
propiedad comercial y reducción de la criminalidad.  

 Finalmente, es de especial interés hacer referencia al carácter flexible de los BID, 
que ha permitido, en primer lugar, expandir el modelo a muy diversos países y 
ordenamientos jurídicos y, en segundo lugar, aplicarlo a localizaciones muy 
heterogéneas que, en ocasiones, se alejan enormemente del ámbito urbano, como es 
el caso de los BID industriales o turísticos.  

 
4. Conveniencia de seguir el modelo BID en Navarra 

 El Anteproyecto de Ley Foral de Áreas de Promoción Económica de la 
Comunidad Foral de Navarra pretende regular una nueva forma de colaboración entre 
el sector público y el sector privado para la creación, el desarrollo y el fortalecimiento 
de iniciativas económicas que comporten la revitalización de centros urbanos, así 
como la mejora y promoción de otros entornos, como los polígonos industriales o 
zonas turísticas, entre otros. El principal objetivo de este anteproyecto de Ley Foral es 
posibilitar la creación de Áreas de Promoción Económica en el ámbito territorial de la 
Comunidad Foral de Navarra, para dinamizar la economía, contribuir al desarrollo 
social y medioambientalmente sostenible de las actividades económicas, incrementar 
la competitividad de las empresas y mejorar el abastecimiento de bienes y servicios a 
la ciudadanía. 

 Mediante la constitución y funcionamiento de unas entidades privadas y sin ánimo 
de lucro, con personalidad jurídica propia, que se autofinancien para desarrollar 
actuaciones en la zona en la que se constituyan, de común acuerdo con los 
ayuntamientos, que serán las administraciones públicas que podrán autorizar su 
creación y determinar sus funciones en el marco de un convenio de colaboración. 

 Dado que los problemas que presentan las fórmulas arbitradas en diferentes 
ciudades y zonas rurales de la Comunidad Foral de Navarra para desarrollar los 
diversos programas de dinamización del comercio local e incrementar su 
competitividad son muy similares a los que planteaban inicialmente los TCM británicos 
y que las dudas de orden jurídico-constitucional que plantean la traslación a nuestro 
sistema del modelo de BID estadounidense son semejantes a las que se presentaron y 
se resolvieron en Alemania, parece razonable adoptar las soluciones que se han 
seguido en estos países y que han tenido un resultado francamente positivo. 
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 Es el momento, por tanto, de dar una respuesta jurídica a la manera que se ha 
hecho en el Reino Unido y en Alemania, por ejemplo, y establecer un marco normativo 
específico para estas iniciativas y, especialmente, establecer una obligación de pago a 
todos los sujetos que ejercitan su actividad empresarial en su área de acción para que 
contribuyan así a la financiación de las actuaciones público-privadas. 

 A este fin se ha tenido particularmente en consideración la regulación contenida 
en las leyes de los Länder alemanes. A diferencia de los sistemas angloamericanos, el 
ordenamiento jurídico-constitucional alemán es similar al nuestro, especialmente por lo 
que se refiere a los principios y conceptos en materia tributaria, a cuestiones relativas 
al destino de los ingresos tributarios y las garantías de los sujetos obligados al pago, 
por lo que resulta conveniente dejarse guiar por las soluciones arbitradas en las leyes 
alemanas. 

 
 

III.  REGULACIÓN NORMATIVA EN EL ÁMBITO ESTATAL 
  

 Los cambios experimentados por el comercio minorista español han sido 
significativamente importantes. En el transcurso de las últimas décadas, se ha 
producido el paso acelerado de unas estructuras marcadamente tradicionales a una 
distribución moderna, en el que ha sido determinante la penetración de nuevos 
formatos y fórmulas comerciales y, más recientemente, del comercio electrónico. Esta 
profunda transformación se evidencia, de forma notoria, en las cuotas de mercado. 
Las grandes superficies, los supermercados y las franquicias han incrementado sus 
ventas a costa de las tiendas tradicionales, de las galerías de alimentación y de los 
antiguos mercados de barrio. Los pequeños comercios van quedando cada vez más 
desamparados, y con escasos medios para modificar su trayectoria mercantil.  

 Para paliar estos efectos, desde finales de los noventa, se vienen desarrollando 
en España diversas estrategias cooperativas del pequeño comercio, financiadas 
mayoritariamente por los poderes públicos, dirigidas a combatir su declive, al tiempo 
que se intenta dinamizar el centro de las ciudades. Aunque el comercio, por sí mismo, 
no puede revitalizar la ciudad, sí que juega un papel crucial en la recuperación urbana, 
por el efecto de arrastre que puede representar sobre otras actividades y por su 
importancia como elemento dinamizador de la vida ciudadana. Como argumenta la 
Comisión Europea, «las tiendas, grandes o pequeñas, dan vida a los centros de las 
ciudades y frenan la creciente tendencia a la desertización urbana, que constituye un 
acicate para la delincuencia», y por ello, el comercio «contribuye a la calidad de vida 
en pueblos y ciudades, donde las tiendas constituyen el centro de muchas actividades 
humanas», ya que «el comercio está absolutamente presente en el concepto de 
ciudad, sea como causa o como consecuencia». 
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1. Normativa en otras Comunidades 
 

En este momento se están elaborando leyes similares, por ejemplo, para crear Áreas 
de Promoción de Iniciativas Económicas en Aragón, pero el modelo se ha establecido 
hace años en algunas Comunidades Autónomas, con alguna variación:  

- El Ministerio de Industria, Turismo y Comercio en 2010 creó un grupo de trabajo 
formado por 14 expertos, para estudiar la gestión de las áreas comerciales 
urbanas en España. 

Propusieron un modelo llamado APIE: Organizaciones de carácter privado o 
consorciado con las autoridades locales creados cuando la mayoría de 
empresarios de un área delimitada acuerdan, mediante un proceso formal y 
garantista, gestionar, mediante una cuota de carácter obligatorio, una mayor oferta 
de servicios adicionales dirigidos a la promoción y rehabilitación de esta área. 

 

- En la Comunidad de Madrid se aprobó por Acuerdo de 28 de mayo de 2014, una 
Ordenanza de dinamización de actividades comerciales en dominio público, las 
llamadas Zonas de Iniciativa Emprendedora,  en las que los titulares de los locales 
o actividades económicas de zonas y ejes comerciales de la ciudad podrán 
constituirse en Asociaciones Administrativas de Constituyentes con el objeto de 
promover el establecimiento o ampliación de servicios complementarios que 
repercutan en la mejora de la actividad económica y comercial de la zona y la 
ordenación de contribuciones especiales para su financiación. 

 

- En la Comunidad Valenciana, se aprobó la Ley 14/2018, de 5 de junio, de gestión, 
modernización y promoción de las áreas industriales de la Comunidad Valenciana.  

Crea las Entidades de gestión y modernización de las áreas industriales, que 
estará integrada por todas las personas y entidades privadas que sean titulares de 
los bienes inmuebles y derechos que estén situados en el área industrial 
clasificada, así como a las entidades públicas cuando sean titulares de los bienes 
inmuebles patrimoniales ubicados en la misma, debiendo todas ellas contribuir a 
los gastos de la entidad conforme a sus respectivos coeficientes de participación. 
La ley viene a responder a estas necesidades estableciendo medidas para 
impulsar la mejora de la calidad del suelo industrial, así como para facilitar que los 
dos agentes principales que actúan sobre el mismo, las administraciones públicas 
y las personas titulares, colaboren de forma coordinada en la creación, 
conservación, mantenimiento y modernización de los servicios públicos, así como 
en el desarrollo de servicios adicionales de valor añadido, si bien respetando y 
manteniendo las competencias y responsabilidades de las entidades locales en 
materia de mantenimiento y conservación de dichas áreas industriales. 
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- En la Comunidad de Cataluña, se ha aprobado la Ley 15/2020 de 22 de diciembre 
de la Áreas de Promoción Económica Urbana. 

Establece las bases de un modelo de gestión basado en la colaboración público-
privada en áreas de concentración de actividad económica. La actividad que 
llevarán a cabo las Áreas de Promoción Económica Urbana (APEU) beneficiará los 
espacios públicos y los intereses generales de la ciudad y es por eso que, a pesar 
de estar gestionadas por entidades de base privada, se constituyen bajo la tutela 
pública del municipio por el cumplimiento de estas finalidades públicas. Es 
precisamente este interés público el que justifica que, una vez acordada y 
aprobada por todos los agentes la creación del APEU, se establezca un régimen 
de adscripción obligatoria y una financiación basada en contribuciones de 
naturaleza obligatoria. 

La iniciativa del APEU es de: los titulares del derecho de posesión de los locales 
(edificio o solar), las asociaciones empresariales de la zona, y del Ayuntamiento 
con el apoyo de una organización empresarial. Se presenta al Ayuntamiento el 
área delimitada, el plan de actuación. 

Posteriormente, la APEU tendrá que ser aprobada inicialmente por el pleno 
municipal, en el plazo de dos meses. Se somete a información pública durante un 
mes, para recibir alegaciones. Se acordará la creación de un grupo de trabajo 
paritario integrado por representantes del Ayuntamiento y solicitantes que 
elaboraran el texto refundido del proyecto, y que se someterá a votación de los 
propietarios de los locales que formen el área delimitada. Para la aprobación del 
proyecto hace falta que participen como mínimo el 50 por ciento de los locales del 
APEU, y debe ser aprobado por mayoría absoluta de los votos emitidos. 

Para su aprobación definitiva el proyecto se somete a votación en el Pleno 
municipal. 

Para su funcionamiento se tiene que formar un órgano gestor, en tres meses, que 
es el que se encargará del recaudar la cuota obligatoria. En el caso de impago, el 
Ayuntamiento tendrá capacidad de iniciar un expediente y reclamar que se abone. 
La creación de un APEU puede promoverse por los propios ejes comerciales y 
también lo puede impulsar el consistorio. 

Constituida el área de promoción económica urbana y su entidad gestora, debe 
suscribir un Convenio con el ayuntamiento. 

Los APEU podrán hacer actividades complementarias, nunca suplantar a la 
Administración y a los servicios que el Ayuntamiento y Generalitat tienen que 
prestar.  

Diferencia dos clases: las APEU, de zonas urbanas, y las PAE adaptadas sus 
actividades a la naturaleza industrial de los polígonos. 
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-Decreto Ley 3/2021, de 12 de enero, de modificación de la Ley 15/2020, de 22 de 
diciembre, de las áreas de promoción económica urbana (APEU) 

La redacción del artículo 10 no regula el procedimiento de delimitación de las áreas 
de promoción económica urbana cuando la iniciativa corresponde al Ayuntamiento. 
En consecuencia, y con el fin de resolver la situación producida, se corrige, para 
que prevea la regulación del procedimiento de delimitación de las áreas de 
promoción económica urbana a iniciativa de los ayuntamientos, en coherencia con 
el artículo 5 de la Ley, que se la reconoce. 

 
2. Normativa foral  
 
 En este marco normativo, tanto internacional como estatal, se quieren encuadrar 
las Áreas de Promoción Económica, como instrumento necesario para conseguir las 
finalidades reguladas en la Ley Foral 17/2001, de 12 de julio, reguladora del Comercio 
en Navarra, que tiene entre sus principios rectores el potenciar: 

- El mantenimiento del sistema del comercio minorista dentro del núcleo urbano de 
los municipios navarros. 

- El acceso en condiciones de igualdad y diversidad a la oferta y formatos 
comerciales. 

- El crecimiento armonioso y equilibrado de actividades comerciales aspirando a un 
desarrollo sostenible del entorno urbano. 

- El mantenimiento de un nivel elevado de calidad en la prestación de los servicios. 

- La participación de agentes sociales, en especial de los consumidores, en el 
desarrollo comercial. 

 El Plan de impulso del comercio minorista de proximidad de Navarra 2018-2020 
cuenta entre sus objetivos estratégicos con el de estimular la Cooperación Empresarial 
en el Sector Comercial de Navarra (Programa 2). En concreto, de acuerdo con el 
mencionado Plan: El asociacionismo, tanto local, zonal o sectorial, es una de las 
principales herramientas empresariales para el desarrollo de una zona o sector. En 
este contexto, se ha detectado un bajo asociacionismo en muchas zonas comerciales 
urbanas y rurales de la Comunidad Foral que limitan la competitividad del comercio 
minorista de proximidad por su deficiente financiación, por lo que desde el Gobierno de 
Navarra se considera fundamental el fomento del asociacionismo, la regulación y 
desarrollo de fórmulas de cooperación público-privada, el fomento de alianzas de 
colaboración para consolidar el comercio rural y promover fórmulas de 
complementariedad del comercio con el turismo y la artesanía navarra. 
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 Se pone de manifiesto la necesidad de crear nuevos instrumentos legales que 
faciliten la revitalización de las áreas económicas existentes en la Comunidad Foral de 
Navarra, mediante su promoción y el incremento de la oferta de servicios adicionales 
en ellas, con el objetivo de reforzar su potencial y mejorar su competitividad. 

 Este anteproyecto viene a responder a las cuestiones clave a través de la 
articulación de una obligación de pago para todos aquellos sujetos que se beneficien 
de las actuaciones público-privadas de mejora del atractivo y la competitividad del 
comercio urbano, independientemente de su integración en alguna asociación de 
comerciantes o de su participación activa en estas actuaciones.  

 Al mismo tiempo, este modelo resulta de aplicación no solo a los centros 
comerciales urbanos, sino a otros entornos donde haya actividad económica, como los 
polígonos industriales o los destinos turísticos, que afrontan problemáticas de gestión 
similares. Para que estos entornos puedan retener e incrementar las empresas que en 
ellas se ubican, necesitan ofrecer las mejores condiciones y servicios, convirtiéndose 
en espacios productivos de calidad, modernos, sostenibles y competitivos, que 
favorezcan la productividad y la competitividad de sus ocupantes.  

 Mediante el establecimiento de unas reglas básicas aplicables a este nuevo tipo 
de entidad se intenta facilitar que los empresarios organicen sus actividades en virtud 
del derecho a la libertad de empresa del artículo 38 CE, y gradúen a su conveniencia 
el esfuerzo necesario para promocionar y en su caso revitalizar las áreas donde se 
sitúan sus negocios. 

 
Anteproyecto de Ley Foral de Áreas de Promoción Económica de la Comunidad 
Foral de Navarra 

 

 Por Orden Foral 23E/2019 del 11 de marzo de 2019 se inició el procedimiento 
para la elaboración de un anteproyecto de Ley Foral por el que se regulan las Áreas 
de Promoción Económica de la Comunidad Foral de Navarra. 

 Mediante dos consultas públicas, a través del Portal del Gobierno Abierto de 
Navarra, en las que se recabó la opinión de los sujetos y de las organizaciones más 
representativas potencialmente afectados por la futura norma, la primera del 2 de 
mayo a 30 de septiembre de 2019, y la segunda desde el 20 de noviembre de 2020 al 
31 de enero de 2021. En ambas se hicieron varias aportaciones al anteproyecto por 
las asociaciones empresariales de Navarra, que comentadas en sendos Consejos de 
Comercio dieron lugar a modificaciones consensuadas del articulado inicial propuesto. 
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 El Anteproyecto de Ley Foral se estructura en seis Títulos, 31 artículos, dos 
Disposiciones adicionales y dos Disposiciones finales, mediante los que se regulan las 
Áreas de Promoción Económica en la Comunidad Foral de Navarra, como una figura 
«ex novo» que no produce ninguna modificación normativa. 

 Partiendo del concepto de que las Áreas de Promoción Económica son 
entidades privadas, constituidas por los y las titulares de actividades económicas y por 
quienes ostenten la propiedad de inmuebles desocupados, que no puedan ser 
destinados a vivienda, susceptibles de poder alojar actividades situadas en una zona 
geográfica delimitada y continua. Éstas deben ser autorizadas por los Ayuntamientos, 
que tienen como objetivo la mejora del atractivo y competitividad de esa concreta 
zona, mediante la realización de actividades y prestación de servicios que, en todo 
caso, serán complementarios a los municipales.  

 En cuanto al procedimiento de constitución. 

 El Título II regula el procedimiento para la constitución de un Área de Promoción 
Económica, en los artículos del 6 al 12 se recogen los requisitos para presentar la 
iniciativa de su constitución y su ratificación siguiendo un procedimiento rigurosamente 
democrático, bajo la supervisión de los Ayuntamientos. 

 La iniciativa para su constitución corresponde a los y las titulares de las 
actividades económicas de la zona y quienes ostenten la propiedad de bienes 
inmuebles desocupados susceptibles de poder alojar una actividad económica, que no 
puedan ser destinados a vivienda, que forman la Comisión promotora.  

 La solicitud debe ir dirigida al Ayuntamiento con la: 

- Identificación de quienes integren la Comisión promotora, así como su domicilio a 
efectos de notificaciones. 

- Memoria justificativa de la delimitación exacta del área geográfica y de su 
viabilidad económica. 

- Propuesta inicial de Plan de Actuación, que incluya la descripción de las 
actividades previstas durante el período de vigencia y un proyecto de presupuesto 
detallado, con una memoria justificativa de la viabilidad de ambos. 

- Propuesta inicial de Estatutos de la entidad. 

- Propuesta inicial de Convenio con el Ayuntamiento. 
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 Si la solicitud de iniciación no reúne los requisitos anteriormente citados, el 
Ayuntamiento pedirá a la Comisión promotora que la subsane en el plazo de diez días 
hábiles. 

 Tras comprobar la documentación presentada, en el plazo de un mes desde la 
presentación de la solicitud, el Ayuntamiento, acordará: 

- Desestimar la solicitud por causa justificada o transcurrido el plazo máximo sin 
resolver y notificar una resolución expresa. 

- Aceptar la solicitud e inicio del procedimiento para su constitución.  

 Una vez aceptada la solicitud, en el plazo de un mes, el Ayuntamiento facilitará, a 
la Comisión promotora, la información de que disponga para identificar a los 
interesados. 

 Asimismo, la Comisión promotora pide el consentimiento a la constitución, al plan 
de actuación propuesto y a la obligación de contribuir a su presupuesto, en un plazo 
máximo de tres meses, en los que deberá acreditar los respaldos expresos a la 
iniciativa. Éstos se exigirán en función del número de actividades económicas o bienes 
inmuebles incluidos en el Área, siempre que superen las veinte, este respaldo debe ir 
desde el 15% al 50% de apoyo de las personas titulares.  

 A continuación de la acreditación de los respaldos, el Ayuntamiento constituye un 
grupo de trabajo, en el plazo de diez días, formado por representantes municipales y 
por la Comisión promotora. Ambos elaboran una propuesta del Plan de Actuación, del 
Presupuesto, y del Convenio de colaboración que habrá de ser suscrito entre el 
Ayuntamiento y el Área de Promoción Económica. 

 Se da un plazo de tres meses para su aprobación por la Comisión promotora del 
Área de Promoción Económica.  

 Posteriormente, el Ayuntamiento emite, en 1 mes, un informe preceptivo sobre el 
Plan de actuación (intereses generales, viabilidad) y Convenio. 

 Y mediante ordenanza municipal se determinará la formación del censo con 
enumeración de todos los interesados, la publicidad que se le debe dar, así como el 
procedimiento de presentación y resolución de reclamaciones contra el mismo. 

 Cumplimentados estos trámites, el Pleno del Ayuntamiento acordará, en el plazo 
de treinta días hábiles, la aprobación provisional. Asimismo, el Ayuntamiento someterá 
lo acordado a información pública durante un plazo no inferior a treinta días, pero 
también puede notificarlo personalmente a quienes vayan a resultar obligados al pago. 
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 Una vez aprobado, se procede a la ratificación, de formulación negativa. Si un 
25% de quienes pueden participar en el proceso que, a su vez, deban cubrir con sus 
aportaciones obligatorias un 40% del presupuesto de la entidad, declaran que se 
oponen a la constitución del Área de Promoción Económica, el Ayuntamiento 
denegará la solicitud de la Comisión Promotora. 

 En caso contrario, el Pleno del Ayuntamiento debe en treinta días hábiles:  

- rechazar su constitución, o 

- autorizar la constitución de la entidad. En este caso se celebrará una asamblea 
constituyente y se formalizará en el plazo de dos meses.  

 Constituida el Área de Promoción Económica, el Ayuntamiento procederá a 
formalizar el Convenio de colaboración con la entidad en el plazo máximo de treinta 
días hábiles. 

 El acuerdo municipal de autorización, así como el Convenio de colaboración 
firmado, serán notificados a quienes tengan la obligación de pago para financiar el 
Área de Promoción Económica. Además, dichos documentos se mantendrán 
publicados durante seis meses en el portal electrónico del Ayuntamiento. 

 El anteproyecto regula también el procedimiento para la constitución de un Área 
de Promoción Económica en espacios geográficos supramunicipales. Para el cual se 
presenta la solicitud ante el Ayuntamiento del municipio de mayor población, y se 
tramita según el procedimiento del artículo 6 y siguientes de esta ley foral. 

 En el grupo de trabajo previsto habrá representantes de todos los Ayuntamientos 
afectados y precisa la autorización del Pleno de cada uno de ellos.  

 

 En cuanto a la financiación. 

 El Título IV regula la financiación, en los artículos 20 al 23. 

 Contiene los recursos económicos de las Áreas de Promoción Económica, las 
aportaciones obligatorias y las exenciones. 

 Las Áreas de Promoción Económica, dispondrán de los recursos generados por: 

- Las aportaciones obligatorias que serán, como mínimo, el 70 por 100 de la cifra 
total de los gastos previstos en el presupuesto. 

- Las subvenciones y ayudas públicas de las Administraciones públicas, cubrirán el 
10 por ciento de la cifra total de los gastos previstos en el presupuesto. 

- Aportaciones voluntarias y donaciones. 
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- Rendimientos derivados de los servicios que puedan prestar exclusivamente a las 
personas titulares de actividades económicas o bienes inmuebles que no puedan 
ser destinados a vivienda, ubicados en su ámbito territorial.  

- Rendimientos derivados de la explotación de su propio patrimonio. 

 La exacción de la aportación obligatoria deberá aprobarse mediante ordenanza. 

 Están exentos de satisfacer la aportación obligatoria quienes disfruten de la 
exención   del   Impuesto   sobre   Actividades   Económicas, en los términos 
establecidos en el artículo 150, apartados a), b), c), d), e) y f) de la Ley Foral 2/1995, 
de 10 de marzo, de Haciendas Locales de Navarra. 

 Asimismo, quedan sujetos al pago las personas físicas o jurídicas, las herencias 
yacentes, comunidades de bienes y demás entidades que, carentes de personalidad 
jurídica, constituyan una unidad económica o un patrimonio separado, especialmente 
beneficiadas por las actuaciones del Área de Promoción Económica. 

 A cada sujeto obligado al pago le corresponderá un número de participaciones en 
el Área de Promoción Económica que se calculará en función de la superficie 
construida catastral de los bienes inmuebles en los que se lleve a cabo la actividad 
económica o sobre los que se ostente la propiedad. 

 Por último, la Disposición final primera faculta al Gobierno de Navarra para 
dictar cuantas disposiciones reglamentarias requiera el desarrollo y ejecución del 
Anteproyecto de Ley. En el apartado 2 establece que los Ayuntamientos determinarán, 
en su caso, cuantos aspectos sustantivos y procedimentales resulten necesarios, 
particularmente, el procedimiento de constitución, el proceso de ratificación, la 
formación del censo, la publicidad y el acuerdo municipal de autorización de las Áreas 
de Promoción Económica. Asimismo, establecerán las previsiones normativas 
necesarias para cuantificar el importe de las aportaciones obligatorias para la 
financiación de las Áreas de Promoción Económica.  

 En concreto, el Anteproyecto de Ley prevé que la gestión y recaudación de las 
aportaciones obligatorias para financiar las Áreas de Promoción Económica se 
ajustarán a lo dispuesto en la Ordenanza municipal que las establezca y, en su caso, a 
las normas relativas a la gestión de los ingresos no tributarios de derecho público en la 
Ley Foral 2/1995, de 10 de marzo, de Haciendas Locales de Navarra y resultará 
aplicable el régimen jurídico dispuesto para los derechos de naturaleza pública en la 
Ley Foral 13/2007, de 4 de abril, de la Hacienda Pública de Navarra. (artículo 21. 1) 
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Las Áreas de Promoción Económica quedan sometidas a las obligaciones de 
contabilidad y presupuestarias previstas en el artículo 11 de la Ley Foral 10/1996, de 2 
de julio, reguladora del régimen tributario de las fundaciones y de las actividades de 
patrocinio. Se someterán a auditoría externa las cuentas anuales, cuando lo soliciten 
alguna de las entidades locales implicadas o cuando el importe neto de su cifra anual 
de ingresos sea superior a 150.000 euros. (artículo 29.6). 

Por todo lo anterior, cabe concluir que el anteproyecto de Ley Foral mantiene la 
necesaria coherencia con el resto del ordenamiento jurídico, en relación tanto con el 
marco normativo foral en la materia de comercio como con el resto del ordenamiento 
jurídico estatal y europeo. 

Pamplona, 28  de septiembre de 2021 
LA TAP RAMA JURIDICA 

 

M. Lourdes Ichaso Zabaleta

Visto Bueno 
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